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na de las garantías más importantes en resguardo de la 
democracia es la libertad de informar sin censura previa. 
Como contrapartida, los delitos y abusos que se come- 

tan en su ejercicio se sancionan de conformidad a la ley 
vigente. Así ocurre con la difusión de noticias malicio- 

samente falsas que afectan la honra, la intimidad, la protección de 
datos o características personales sensibles. Todos estos casos tienen 

en común la existencia de malicia o dolo del medio o del periodista. 
Sería inconstitucional el castigo que se impusiera por una conduc- 

ta que consiste en la difusión de una información sin que exista el 
elemento de conciencia o deliberada intención de faltar a la verdad. 

Si así ocurriere, el derecho a informar -que pertenece también a la 
sociedad como destinataria- se doblega en su perjuicio generando, 

en lugar de una información veraz, una sanción criminal. Tal es el 
caso del Proyecto de Ley contenido en el Boletín 17.484-07 propuesto 
por un grupo de senadores. Particularmente, la norma que establece 

que “el que de cualquier modo entregare, informare, difundiere o 
divulgare información de cualquier naturaleza acerca de anteceden- 
tes de una investigación amparada por el secreto incurrirá en la pena 
de presidio menor en su grado medio a máximo”. Se trata, pues, de 

información y no de filtración, que sí es penada por la ley. 
La iniciativa de protección al sigilo y el castigo corporal y patri- 

monial por la entrega de información que no ha sido obtenida por 
medios ilegítimos es grave, especialmente cuando se trata de antece- 
dentes de personas que ocupan relevantes posiciones de poder, sea 
político, administrativo e incluso económico, por actos que impor- 
tan un peligro para aquella. En tales casos, la necesidad inexcusable 
de resguardar preventivamente a la comunidad es una explicación 

socialmente tolerable para la difusión. Por lo tanto, la tensión entre 
la libertad de expresión y el derecho a la debida defensa de las per- 
sonas públicas sólo puede ser zanjado a favor de éstas en la medida 
que exista un daño causado intencionalmente o con dolo, elementos 

indispensables para la comisión de un delito. 
El Proyecto de Ley para sancionar la cobertura de información du- 

rante las investigaciones se inspira en los casos “Audio”, “Monsalve”, 
y las conversaciones entre la exalcaldesa Hassler y la diputada Cariola 

por la fallida compra de Sierra Bella. Más allá de que no podía haberse 
elegido peores ejemplos, lo que se busca es sancionar el derecho a in- 
formar acerca de antecedentes que no emanan de filtraciones ilegales. 
Acá se trata del sigilo sobre actos que son manifiesta e indudablemente 

lesivos en contra de la sociedad, privándola no solo del derecho a co- 
nocerlos, sino de sumarse a la obligación de instar por la transparen- 
cia, corrección y decencia de las autoridades. Basta imaginar por un 
instante la cantidad de corrupción que habría quedado escondida en 

los casos citados por el proyecto y las personas a quienes el secreto 
hubiera protegido, para comprender que, de no haber sido por la in- 
formación, estaríamos a merced de un poder nefasto: la impunidad. 

Una cuestión de hombres 

Anita Holuigue 
Vicepresidenta de 
ComunidadMujer 

    

   

        

   

ace 20 años, la mujer en Chile estaba enfrentada a múlti- 
ples adversidades que hacían estructuralmente muy difícil 
su desarrollo, tanto puertas adentro como afuera del hogar. 

Comunidad Mujer nació entonces para concientizar a una 

sociedad que no tenía claridad del impacto de esa situación. 
Parecía una “cuestión de mujeres”. 

El tiempo y la acción decidida de organizaciones que tomaron el tema 
han permitido un reconocimiento explícito de las múltiples tareas que 
desempeñan las mujeres en beneficio de la familia y la sociedad. Y las 
generaciones jóvenes aceleraron el cambio. Los hombres jóvenes quie- 
ren aprovechar el tiempo con sus hijos, participaren la crianza y de paso 

cocinar algo más que un huevo. 
Sin duda las condiciones han mejorado en estas dos décadas. En la 

esfera privada y en la pública. La tasa de participación de las mujeres 
en el mundo laboral alcanzaba sólo a un 34% en el 2000; hoy se ubica 
en torno al 53%. Es un avance significativo, aunque sigamos por debajo 
de los países de la OCDE, donde la participación promedio es de 62%. Y 
también muy por debajo de países como Islandia, Suecia, Suiza y Nueva 
Zelanda, con tasas de participación femenina que se acercan al 80%. 

Cuando pienso en los factores que han influido en este avance, me 

parece que además de la innegable contribución de las políticas públi- 
cas, hay otras razones que están detrás del alza de casi 20 puntos en la 
participación laboral femenina. 

La posibilidad de un trabajo flexible: mucho se discutió acerca de la 
flexibilidad laboral. Había voces a favor y en contra, que argumentaban 

asimetría a la hora de negociar. Pero la pandemia hizo lo suyo. El trabajo 
remoto, que partió como una necesidad, continuó como una práctica 

extendida. Se fue instalando la idea de que un trabajo -en las activida- 
des que lo permiten- no necesariamente debe ser a tiempo completo ni 
presencial. 

Pero hay otro motivo, más importante a mi juicio: la necesidad. Hoy, 
un sueldo no es suficiente para mantener una familia. Se hizo evidente, 

no sólo en la teoría sino en la realidad de cada familia, que es un despro- 
pósito desaprovechar capital humano que aporta significativamente a 
aumentar el bienestar. 

Una mujer que ingresa al mundo laboral contribuye a disminuir la 
pobreza y la vulnerabilidad, a aumentar el consumo, incrementar la 

base tributaria y descomprimir el sistema previsional. 
Falta mucho camino por recorrer, en especial para reducir la informa- 

lidad que afecta especialmente a las mujeres. Hoy, 27 de cada 100 mu- 

jeres que trabajan son informales. Ahí tenemos que poner foco. No es 
posible descuidar esta realidad. 

Vamos por mayores oportunidades para las mujeres, para que pue- 
dan manejar sus propios ingresos y soñar con un futuro más próspero 

para ellas y sus cercanos. Ojalá éste no sea un tema que pongamos en el 
debate público las organizaciones de mujeres. Ojalá sea -y pronto- una 
cuestión de hombres. 

ESPACIO ABIERTO 

Una discusión seria 
sobre gratuidad 

Juan Eduardo Vargas 
Rector U. Finis Terrae 

  

n momentos en que la política de gratui- 

dad cumple 10 años de existencia, pare- 
ce prudente realizar un breve análisis de 
lo que ha sido su implementación, para 
evaluar posibles cambios, en el caso de 

que así se haga evidente. 
Si analizamos sus beneficios, la gratuidad ha 

significado fundamentalmente un alivio para los 
bolsillos de familias que, en forma previa a su 
existencia, debían cofinanciar (después de apli- 
cadas las becas y créditos correspondientes) los 
aranceles de las carreras de sus hijos. Al contrario 
de lo que se cree, desde el punto de vista del ac- 

    

   
   

ceso a la educación superior, la gratuidad no 
ha supuesto un cambio significativo. En otras 
palabras, el acceso mayoritario a la educación 
superior es anterior a la aparición de la gra- 
tuidad. 

Por el lado de los costos, esta política re- 
presenta un gasto altísimo para el erario fiscal 

(US$2.500 millones en 2025), creciente en el 
tiempo y con pocas posibilidades de dismi- 
nuir. Además, las restricciones que impone la 
gratuidad han implicado un desfinanciamien- 
to para las instituciones de educación superior, 

a través de los aranceles regulados (el monto 
que transfiere el Estado a las instituciones por 
cada alumno en gratuidad). La definición de 
estos aranceles regulados se puede prestar, adi- 

cionalmente, para un manejo más bien políti- 
co por parte de la autoridad, como ha ocurrido 
de hecho en los últimos procesos. Por último, 
el incentivo de la gratuidad ha hecho que al- 

gunos postulantes falseen antecedentes para 
poder acceder a ella, lo cual ha encarecido aún 
más esta política. 

En este contexto, considerando la débil si- 
tuación fiscal que enfrenta el Estado de Chile, 
que no tiene visos de mejorar en el mediano 
plazo, y las prioridades existentes en mate- 
ria de política pública, no parece haber más 
camino que iniciar una conversación seria y 

profunda respecto de la gratuidad, que lleve a 
un rediseño de ella, de forma de hacerla soste- 
nible en el tiempo. De otra manera, más tem- 
prano que tarde, algún gobierno se verá en la 
obligación de limitarla fuertemente o, incluso, 
de eliminarla. Es decidor, en este sentido, que 
haya sido el actual gobierno, partidario férreo 
de la gratuidad universal cuando ella fue dis- 

cutida, el que haya propuesto postergarla en 
el proyecto de ley del FES (artículo 35). Si el 
gobierno está consciente del costo que supone 
la implementación de la gratuidad universal 

y propone un cambio legislativo para que se 
postergue, pareciera ser entonces que existe el 
espacio para iniciar una discusión profunda en 
torno a ella. 

Estoy plenamente consciente de que plan- 

tear esta conversación en un año electoral es 

algo ingenuo, pero, por otra parte, pareciera 

ser que inevitablemente deberemos enfrentar 

el problema del financiamiento de esta polí- 
tica, que terminará “estallándole en la cara” a 
alguno de los futuros gobiernos. Si queremos 
disponer de recursos para invertir en otras po- 
líticas más urgentes o, incluso, en el mismo 

ámbito de la educación parvularia y escolar, 
que tienen un mayor impacto social, ha llegado 
el momento de tener una discusión con altura 
de miras al respecto. 

o 
SMART 
ZOOM

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

13/06/2025
  $1.725.097
  $9.829.612
  $9.829.612

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

     271.020
      76.017
      76.017
      17,55%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
0

Pág: 2


